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Sección sobre Chile del Informe anual del Departamento de 
Estado de los EE.UU. sobre la Trata de Personas en el Mundo 

Preparado por la Oficina para Monitorear y Combatir la Trata de Personas 
 
A continuación una traducción extraoficial de la sección sobre Chile del Informe Anual 
del Departamento de Estado de los EE.UU. sobre la trata de personas en el Mundo, 
dado a conocer el 14 de junio de 2004.  
 
 
IV. Sección sobre países:  
CHILE (NIVEL 2)  

Chile es un país de origen y destino para hombres, mujeres y niños 

traficados con fines de explotación sexual y trabajo no voluntario.  La mayoría de 

las víctimas son menores chilenos que son traficados internamente con 

propósitos de prostitución.  Haciendo un encomiable esfuerzo de investigación el 

Servicio Nacional de Menores de Chile (SENAME) informó en el año 2003 que 

más de 3.700 niños y adolescentes habían sido víctimas de explotación para el 

comercio sexual.   Existen informes policiales y de la prensa sobre la trata  trans-

fronteriza de mujeres chilenas hacia Argentina, Perú, Bolivia, Estados Unidos, 

Europa Occidental, y Japón.  Algunas víctimas son traficadas hacia Chile desde 

Perú, Argentina y Bolivia, aunque es difícil distinguir entre personas traficadas y 

migrantes económicos.   Una información más completa, que indica  un número 

significativo de víctimas, ha permitido incluir a Chile en este informe por primera 

vez. 

El Gobierno de Chile no cumple plenamente con las normas mínimas 

para la eliminación de la trata; sin embargo, está realizando esfuerzos 

importantes para lograrlo.  Las autoridades chilenas están conscientes del 

desafío de este tráfico.   Organismos del gobierno han investigado a tratantes  y 

han dado ayuda a las víctimas, pero las gestiones son principalmente ad hoc y 

requieren de una orientación nacional.  Recientemente, Chile puso en vigencia 

una ley más dura para castigar a los pornógrafos que explotan a menores 

víctimas de la trata.   Las autoridades necesitan aumentar su vigilancia para 

rescatar a menores de la prostitución y enjuiciar a sus traficantes.  La ley chilena 



debería reflejar la norma internacional y prohibir a los menores de 18 años 

participar en la prostitución y castigar a aquellos que los alientan a hacerlo.  En 

la actualidad, la edad de consentimiento es de 14 años y la prostitución no está 

prohibida.  Chile también debería aumentar la cooperación con países de origen 

y de destino para identificar y arrestar a los traficantes.    

 

Acción Penal 

El gobierno carece de un estatuto global contra el tráfico y de una política 

para aplicar la ley.  Se puede aplicar un número de leyes existentes, incluyendo 

el Código Penal 367, que castiga específicamente el tráfico trans-fronterizo.  

Existe una unidad policial anti-trata de personas y las autoridades investigan 

activamente casos que involucran prostitución infantil y la prostitución forzada de 

adultos.  En el año 2002, el gobierno investigó 18 redes de pornografía y 

pedofilia de Internet (involucrando a víctimas de trata de menores), seis casos 

de prostitución infantil, y el caso de cuatro mujeres jóvenes traficadas a Japón 

para explotación sexual.  Un destacado ciudadano chileno está siendo 

enjuiciado por cargos de pornografía infantil.  Este caso de alto perfil ha 

fomentado la conciencia sobre este problema y la necesidad de un estricto 

cumplimiento de las leyes existentes para proteger a los niños.    

 

Protección 

El gobierno carece de una estrategia específica para proteger a las 

víctimas de la trata de personas.  Sin embargo, varias agencias del gobierno 

ayudan a las víctimas del crimen y de la violencia doméstica, especialmente 

mujeres y niños.  Las víctimas infantiles del tráfico sexual son colocadas bajo la 

protección del SENAME y se les da asesoramiento.  El gobierno mantiene un 

centro para niños abusados y proporciona financiamiento a las ONG que ayudan 

a las víctimas de la explotación sexual.  La policía y las fiscalías cuentan con 

abogados y psicólogos capacitados para asistir a las víctimas del crimen, 

inclusive de la trata de personas.  El gobierno ha ayudado a repatriar a las 



víctimas extranjeras, pero aún debe adoptar una política uniforme para el 

manejo de las víctimas.    

 

Prevención 

Chile no tiene una política global para prevenir la trata de personas.  Los 

programas estatales abordan factores sociales que ponen en riesgo a las 

víctimas, tales como la pobreza infantil y la deserción escolar.  El gobierno ha 

desarrollado un plan para combatir el abuso sexual comercial y las peores 

formas de trabajo infantil, pero no desarrolla un programa nacional dirigido a la 

prevención de la trata de personas.   

 

 


